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Francisco Zambrano Meza

Principio de legalidad y juridicidad en la función pública
Comentario a: Artículo 6°, Inciso 1°; Artículo 7°, Inciso 1°

��������ϐ�����×������������������������������������×�������ϐ���×����������À������������
la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, gestada en la Revo-
lución Francesa. Allí se expresó que dos son los componentes esenciales de una 
Constitución: (i) aseguramiento de los derechos y (ii) la separación de los pode-
res del Estado.

Esta idea tradicional de la separación de poderes fue el mecanismo propuesto 
por los franceses para limitar los excesos del absolutismo monárquico y el au-
���������������������Ǥ����ϐ�������������������������������ǡ��������� �������-
titución, sometiera al poder, fue como se constituyó el “Estado de Derecho”: un 
Estado limitado y sometido por el Derecho.

En nuestra Constitución no encontramos en realidad una separación de po-
deres estrictamente hablando, sino más bien una distribución de competencias 
(Pantoja, 2004, p. 273), pero sigue siendo la norma jurídica la que regula el ejer-
cicio de la potestad pública. En efecto, el artículo 6° de la Constitución establece 
que “los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las nor-
mas dictadas conforme a ella”, siendo sus disposiciones obligatorias para todas 
las personas, instituciones o grupos de personas.

Si bien es cierto que una de las principales fuentes del Derecho es la ley y mu-
cho tiempo se habló de un principio de “legalidad”, lo cierto es que la Constitución 
establece como estándar “la Constitución y las normas dictadas conforme a ella”, 
es decir, todo el ordenamiento jurídico (incluyendo la ley, los reglamentos, tra-
tados, etc.) y es por ello que se ha entendido que “el principio de la juridicidad 
es una forma evolucionada de aquella escueta legalidad característica del Estado 
�����������������������������������������ǳ�ȋ�������ǡ�ʹͲͲͲǡ��Ǥ�ͳͷȌǤ

El principio de juridicidad, entendido como más que el mero apego formal a 
la ley, “comprende, en primer lugar, a la puesta en ejercicio de las atribuciones 
del poder público, en segundo término, dicho principio juega un rol esencial en 
el control jurídico de la actividad administrativa y, en tercer lugar, es una base en 
la apreciación de la existencia de la responsabilidad extracontractual” (Caldera, 
1992, p. 128). Es decir, que el principio de juridicidad es fundamento de la ac-
tuación del Estado, asimismo es su parámetro de control y, en caso de infracción 
del ordenamiento jurídico, permite hacer responsable a quien ejerce la función 
pública por dicha vulneración.

Por otro lado, el artículo 7° de la Constitución establece tres requisitos para 
que las actuaciones del Estado sean válidas: (i) ser investidos regularmente de 
autoridad, (ii) actuar dentro de su competencia y (iii) actuar en la forma que la ley 
establece. Estas actuaciones son exclusivas de quienes la ley se las ha atribuido y, 
por lo tanto, excluyen que cualquier persona que no detenta esas funciones, las 
desempeñe.

Finalmente, existen consecuencias por la vulneración del principio de juridi-
cidad: “las sanciones que determina la ley (art. 6°) y la propia Constitución se 
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encarga de disponer –ya desde 1833– la nulidad del acto dictado en su contraven-
ción (art. 7° inciso 3°)” (Soto, 1988, En Tavolari, 2010, p. 329).

En suma, el principio de legalidad y su evolución, el principio de juridicidad, 
������������������×����������������������������������������À����ǡ�������������ϐ�����
estándares formales y materiales de actuación que permiten motivar la actuación 
administrativa, controlarla y hacer responsables a sus infractores por la vulnera-
ción del ordenamiento jurídico.
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